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JUZGADO VEINTICINCO (25) LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 
Medellín, veinte (20) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 
Tipo de proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia  
Demandante  Rosalba Sarmiento Olarte 
Demandado Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías 

 -COLFONDOS
- 
Radicado 05001310502520230011600 
Auto Interlocutorio No.  259 
Decisión/Temas Subsana requisitos/ Admite demanda/ 

Ordena notificar/ Concede amparo de 
pobreza/ Se abstiene de decretar 
medidas cautelares 

 
Por subsanar los requisitos exigidos en la anterior providencia, y cumplir con los demás 
exigidos en los artículos 12 y 14 de la Ley 712 de 2001, que reformaron los artículos 25 
y 26 del C.P.T y la S.S.; se ADMITE la DEMANDA, la cual será tramitada bajo los 
lineamientos establecidos en la ley 1149 de 2007 y la ley 2213 de 2022.  
 
En consecuencia, se dispone la notificación del auto admisorio a la demandada, según 
lo dispuesto en el artículo 41 del C.P.T y la S.S modificado por el artículo 20 de la Ley 
712 de 2001 y la Ley 2213 de 2022, poniéndole de presente que dispone del término 
legal de diez (10) días hábiles para contestar la demanda, a través de apoderado judicial 
idóneo. Y se le requiere para que aporte con la contestación, los documentos que se 
encuentren en su poder y que guarden relación con el objeto de controversia, de 
acuerdo con lo estipulado en el artículo 31 del C.P.T y la S.S. 
 
Se advierte a la parte demandante que la notificación del presente proveído a la 
demandada se surtirá por el despacho, por lo que se le solicita que omita realizarla 
para evitar doble radicación. 
 
Conforme el artículo 3° de la ley 2213 del 2022 en lo sucesivo, cada parte deberá 
suministrar copia de sus actuaciones a los demás sujetos procesales de manera 
simultánea a cuando lo allega al despacho. 
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Por cumplir con los presupuestos del artículo 74 del C.G.P., aplicable por analogía en 
materia laboral, y del artículo 5º de la ley 2213 del 2022; en los términos y para los 
efectos del poder conferido, se le reconoce personería para representar judicialmente 
a la parte demandante a la abogada LILIANA RENGIFO MORENO portadora de la T.P. 
Nº 336.378 del C.S. de la J. 
 
De otro lado, SE ABSTIENE el Despacho de dar trámite a la solicitud de MEDIDA 
CAUTELAR, porque si bien el artículo 85A del C.P del T y de la S.S. contempla la 
posibilidad de que la parte demandante para asegurar una eventual sentencia a su 
favor por conceptos laborales, pueda solicitar medidas cautelares, y en Sentencia C-
043 de 2021 la Corte Constitucional indicó que el referido artículo admite ser 
complementado por remisión normativa a las normas del C.G.P; lo cierto es que esa 
remisión se restringió únicamente al artículo 590, numeral 1º, literal “C” del Estatuto 
Procesal General, es decir, a las medidas cautelares innominadas.    
 
En este caso, la solicitud resulta improcedente. En primer lugar, porque no se especifica 
la medida cautelar que pretende le sea decretada, limitándose a solicitar que “se dé 
trámite al proceso”, lo cual es natural e inexorable al procedimiento laboral. Y, en 
segundo lugar, porque tampoco se acreditó por la parte demandante, las acciones 
concretas provenientes de la parte demandada tendientes a insolventarse o 
iliquidarse, por lo cual no resulta de recibo dar trámite a dicha petición.    
 
Finalmente, el amparo de pobreza está contemplado en el Código General del Proceso, 
capitulo IV, artículos 151 y ss., normas aplicables por remisión analógica en materia 
laboral. En ellas se encuentra regulada su procedencia, oportunidad, competencia, 
requisitos y efectos; estableciendo en lo pertinente los artículos 151, 152, y 154 del 
CGP, en su orden, que:  
  

“Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los 
gastos del proceso, sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas 
a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso 
adquirido a título oneroso”.  
  
“El amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes de la presentación de la 
demanda, o por cualquiera de las partes durante el curso del proceso.   
El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las condiciones previstas en el 
artículo precedente…”.  
  
“El amparado por pobre no estará obligado a prestar cauciones procésales ni a pagar expensas, 
honorarios de auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación, y no será condenado en 
costas.  
  
El cargo del apoderado será de forzoso desempeño y el designado deberá manifestar su 
aceptación o presentar prueba del motivo que justifique su rechazo, dentro de los tres (3) días 
siguientes a la comunicación de la designación; si no lo hiciere, incurrirá en falta a la debida 
diligencia profesional, será excluido de toda lista en la que sea requisito ser abogado y sancionado 
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con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV). (…)”   
  
Frente a la solicitud de amparo que se realiza en razón de la prueba decretada por este 
despacho de manera oficiosa, y para establecer el efecto retroactivo de la medida, la 
Corte Constitucional en sentencia T-339 de 2018, indicó que:  
  

“(…) para responder el problema jurídico planteado- los efectos del reconocimiento del amparo 
de pobreza, en especial, respecto de la prueba decretada de forma oficiosa.  
(…) Al respecto, no existe una disposición en el Código General del Proceso que señale los efectos 
del amparo de pobreza para este caso específico, toda vez que los artículos 169 y 170 que regulan 
la institución probatoria (…)  
  
(…) Asimismo, tiene soporte en criterios de razonabilidad y proporcionalidad que llevan a 
diferenciar la práctica de las pruebas decretadas de oficio de aquellas ordenadas a petición de 
parte, pues mientras resulta razonable considerar que la persona que solicita la prueba, en 
principio, decide asumir la carga procesal que involucra su práctica (salvo en el amparo de 
pobreza),  en el caso de la institución de la prueba de oficio, por lo general, no se consulta la 
solvencia o capacidad económica de las partes procesales, sino que únicamente se fija el costo 
de su desarrollo, de conformidad con lo previsto en el artículo 169 procesal.   
  
De manera similar a lo anterior, se ha pronunciado esta Corporación, en particular, en las 
Sentencias C-807 y 808 de 2002 que examinaron la constitucionalidad de la expresión “la persona 
que solicite nuevamente la práctica de la prueba deberá asumir los costos; en caso de no asumirlo 
no se decretará la prueba, contenida en el artículo 4 de la Ley 721 de 2001, por medio de la cual 
se modificaron las normas civiles sobre filiación. En esa oportunidad, la Corte declaró la 
inexequibilidad de la frase “en caso de no asumirlo no se decretará la prueba”, al sostener, en 
otras razones, que si bien las pruebas decretadas de oficio deben asumirse por las partes, en el 
evento de que realmente no puedan sufragar su costo, “debe asumir el Estado la totalidad de los 
costos que implica su práctica, pues, mal haría éste con imponer una carga probatoria y por 
demás sumamente costosa a las partes, en aras de la verdad, cuando no se consulta con sus 
posibilidades económicas o su solvencia financiera para asumir su costo”.  
  
(…)Por último, vale la pena precisar que las anteriores consideraciones no desconocen, de 
ninguna manera, la regla prevista en el 364 del Código General del Proceso, que indica que “cada 
parte deberá pagar los gastos y honorarios que se causen en la práctica de las diligencias y 
pruebas que solicite y contribuir a prorrata al pago de los que sean comunes”, en la medida que 
el ordenamiento procesal establece como regla que las pruebas decretadas de oficio se asumen 
por mitad por cada una de las partes, mientras el juez decide definitivamente el conflicto y con 
ello determina quién debe asumir las costas del proceso, salvo en el amparo de pobreza, cuyo 
reconocimiento invierte esta regla general.(…)”   

  
Se busca entonces con tal institución garantizar el principio de la igualdad de los 
asociados ante la ley, contemplado en el artículo 13 de la Carta Política, y desarrollado 
en diversas disposiciones procesales, tales como las que consagra el artículo 42, 
numeral 2 ídem. Igualmente se refleja en las atinentes al amparo de pobreza, que no 
es nada diferente a una de las varias instituciones que buscan ese ideal de equilibrio, 
de igualdad que debe existir, en lo posible, entre quienes deben acudir a impetrar 
justicia.  
  
Atendiendo a las consideraciones expuestas, y toda vez que la jurisprudencia vigente 
indica que es suficiente la sola afirmación en el escrito de solicitud de este amparo de 
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que se carece de los recursos para suplir los gastos que implica un proceso judicial, se 
entiende que la solicitud elevada por la señora Rosalba Sarmiento Olarte cumple con 
las previsiones a que se refiere el artículo 151 del C.G.P., resultando procedente 
conceder el amparo de pobreza, por ende la amparada por pobre no estará obligada a 
prestar cauciones procesales ni a pagar expensas, honorarios de auxiliares de la justicia 
u otros gastos de la actuación, y no será condenada en costas. 
 

NOTIFÍQUESE 

 
PAULA ANDREA AGUDELO MARÍN 

JUEZ 
 
Correos: 
lilirengifo19@gmail.com    
procesosjudiciales@colfondos.com.co 
sarmientoolarterosalba@gmail.com  
 
 
 
© 

 
 
 

LA SUSCRITA SECRETARIA DEL JUZGADO 25       LABORAL 
DEL CIRCUITO HACE CONSTAR 

Que el presente auto se notificó por estados 041 del  
21/04/2023 

 
consultable aquí:  

 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzga
do-025-laboral-del-circuito-de-medellin/74 

 
Ángela María Echeverri Ramírez 

Secretaria 
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